[image: image1.jpg]Comisién
Interamericana de
Derechos Humanos




PAGE  
2

INFORME No. 23/13
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 10.719
PERÚ

20 de marzo 2013
PRESUNTA VÍCTIMA:
Ramón Lozano Panduro
PETICIONARIOS:
Centro de Estudios y Acción para la Paz (CEAPAZ)
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículo 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE: 
7 de noviembre de 1990
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS

1. El peticionario denunció que, como parte de los operativos para prevenir actos de terrorismo, oficiales militares detuvieron a Ramón Lozano Panduro el 28 de agosto de 1990 en San Jacinto, distrito de Uchiza. Señaló que la víctima fue trasladada al cuartel militar de Madre Mía, provincia del Huallaga. Por su parte, Ramón Lozano Panduro testificó que no le notificaron el motivo de su detención y que durante su arresto fue torturado por oficiales militares. Indicó que lo encerraron en un calabozo de dos metros de profundidad y un metro de longitud, en el cual lo mantuvieron varios días sin darle de comer. Señaló que sólo lo sacaban de ese lugar para interrogarlo y que, en esas ocasiones, fue golpeado con palos, pisoteado por lo soldados y ahorcado con una soga. Asimismo, indicó que lo obligaban a bañarse durante la noche y que lo devolvían al calabozo cuando estaba aun mojado. Declaró que, como consecuencia de lo anterior, tenía dolores en los riñones y en la cabeza y que, debido a su temor de ser detenido nuevamente, pensaba marcharse de tal localidad. 

2. Mediante comunicación recibida el 25 de octubre de 1993, el peticionario alegó que el gobierno peruano no había desvirtuado los hechos afirmados en la denuncia de tortura presentada ante esta Comisión. Además, indicó que el Estado no había recurrido a los procedimientos legales necesarios para identificar a los responsables. 
II.
POSICIÓN DEL ESTADO
3. El 10 de febrero de 1993, el Estado informó que de acuerdo a la investigación hecha por el Ministerio de Defensa, Ramón Lozano Panduro no estaba en los registros de detenidos de Tingo María, distrito de Rupa Rupa, y que no había denuncia por su supuesta detención en la delegación de esa localidad, la cual es la más cercana al distrito de Uchiza. Posteriormente, mediante comunicación de 7 de abril de 1994, indicó que a pesar de las investigaciones realizadas, no se había podido establecer que quienes llevaron a cabo la supuesta detención y tortura eran funcionarios o servidores públicos. Además, consideró que los procedimientos realizados en instancias jurisdiccionales hacían evidente la voluntad política para identificar a los responsables y esclarecer los hechos denunciados.

III. TRÁMITE ANTE LA CIDH
4. El 5 de noviembre de 1990 se recibió la petición 10.719, la cual fue trasladada al Estado el 7 de noviembre de 1990 con el plazo de noventa días para que presentase su respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH entonces vigente. El Estado presentó su informe el 10 de julio de 1991, el cual fue transmitido al peticionario el 15 de julio de 1991, quien remitió observaciones el 21 de enero de 1992. El Estado remitió información adicional el 10 de febrero de 1993, la que fue trasladada al peticionario el 18 de febrero de 1993. El peticionario remitió observaciones al respecto el 25 de octubre de 1993. 
5. El Estado presentó información adicional el 7 de abril de 1994, la cual fue trasladada al peticionario el 2 de mayo de 1994, quien envió observaciones el 10 de mayo de 1994. El 12 de diciembre de 2002, la CIDH solicitó al peticionario información actualizada. La CIDH reiteró tal solicitud el 5 de abril de 2004 e informó que de no rendirse en el plazo de un mes, se podría considerar el archivo del expediente. El 21 de diciembre de 2004 la Comisión informó a las partes que, con base en el artículo 37.3 del Reglamento de la CIDH entonces vigente, el tratamiento sobre la admisibilidad del asunto se había diferido hasta la decisión sobre el fondo y les solicitó sus observaciones adicionales en un plazo de dos meses. El 24 de febrero de 2005, el Estado solicitó una prórroga, la cual fue concedida por la CIDH el 11 de abril de 2005.

6. El 29 de abril de 2011 la CIDH remitió una comunicación a las partes en la que se puso a disposición para llegar a un acuerdo de solución amistosa, solicitó que enviaran sus observaciones adicionales en un plazo de 30 días e informó al peticionario que, de no recibirse tal información, el caso podría ser archivado. El Estado remitió información actualizada sobre el caso el 5, 12 de mayo y 8 de julio de 2005, la cual fue trasladada al peticionario el 15 de julio de 2005. El 18 de mayo de 2011, el Estado remitió un informe en el que solicitó declarar el archivo de la presente petición debido a la falta de impulso procesal por parte del peticionario, el cual le fue transmitido el 27 de junio de 2011. El 3 de agosto de 2012, la CIDH reiteró dichas solicitudes al peticionario y le comunicó que, de no enviarse información en el plazo de un mes, se podría archivar el expediente.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

7. Tanto el artículo 48.1.b) de la Convención Americana como el artículo 42.1 del Reglamento de la Comisión Interamericana establecen que en cualquier etapa del procedimiento, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y, en cualesquiera de los casos, ordenará el archivo del expediente.

8. En el presente caso, el peticionario presentó la última comunicación ante la CIDH el 10 de mayo de 1994 y, a la fecha, no ha respondido a las diversas solicitudes de información efectuadas por la CIDH, inclusive las de 5 de abril de 2004 y 3 de agosto de 2012. Así pues, de conformidad con los artículos 48.1.b) de la Convención y 42.1 de su Reglamento, toda vez que han transcurrido más de 18 años desde tal comunicación del peticionario, y dado que la información disponible no es suficiente para adoptar una decisión sobre la admisibilidad o inadmisibilidad y/o fondo de la denuncia, la CIDH decide archivarla.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2013. (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
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